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Puel, Raúl Alberto y otro c/ 

Municipalidad de Villa Pehuenia s/ 

medida autosatisfactiva. 

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

Buenos Aires, 21 de noviembre de 2024 

Autos y Vistos; Considerando: 

1%) Que Raúl Alberto Puel, en su carácter de lonko de la 

comunidad mapuche “Plácido Puel” sita en el Municipio de Villa Pehuenia de la 

Provincia del Neuquén, se presentó ante el Juzgado Federal de Primera Instancia 

de Zapala con el objeto de obtener el dictado de una medida cautelar 

autosatisfactiva que ordene a la Provincia y al Municipio citados que se 

abstengan de llevar adelante actos administrativos y vías de hecho, por sí o por 

interpósita persona, que involucren el ingreso o modificación del territorio de las 

comunidades mapuches de la referida localidad, hasta tanto se conforme de 

manera efectiva una mesa de dialogo, se lleven adelante los acuerdos 

propiciados y la consulta a las comunidades mapuches allí asentadas, de acuerdo 

con lo decidido por esta Corte en la causa “Comunidad Mapuche Catalán y 

Confederación Indigena Neuquina ¢/ Provincia del Neuquén s/ acción de 

inconstitucionalidad”, mediante la sentencia del 8 de abril de 2021, publicada en 

Fallos: 344:441. 

En tal marco, el peticionario afirma que los derechos de la 

comunidad que representa se ven avasallados, de un lado, por la omisión lesiva 

que atribuye al Poder Ejecutivo y al Superior Tribunal de Justicia de la 

Provincia del Neuquén en cuanto no se ha convocado a la mesa de diálogo 

ordenada por esta Corte en el precedente citado y, de otro lado, por los actos 

administrativos o vías de hecho que imputa al Municipio de Villa Pehuenia en 

tanto que ha avanzado sobre el territorio comunitario, mediante el desmonte de 

bosques y el desarrollo de obras, sin consulta alguna. Al respecto, agrega que se 

formuló un pedido al Tribunal Superior de Justicia provincial para que ordene la



convocatoria a la mesa de diálogo dispuesta por esta Corte y que se radicaron 

denuncias ante el Ministerio Público Fiscal provincial en relación con los 

desmontes y obras cuestionados. 

2°) Que a fs. 70/73 la señora jueza declaró la incompetencia del 

juzgado federal mencionado y decidió remitir las actuaciones a esta Corte por 

considerar que la causa corresponde a la competencia originaria con fundamento 

en que la cuestión en debate es de contenido federal y la acción se dirige contra 

un Estado provincial. 

3°) Que esta Corte comparte y hace propios los fundamentos y 

conclusiones del dictamen de la señora Procuradora Fiscal de fs. 78/81, a cuyos 

términos se remite por razones de brevedad, en cuanto a que la presente causa es 

ajena a la competencia de esta Corte. 

Sin perjuicio de ello, si bien este Tribunal tiene decidido 

reiteradamente que, cuando declara su incompetencia para entender en una causa 

por vía de la instancia originaria, no está obligado a establecer cuál es el 

magistrado que debe entender en el pleito (Fallos: 316:2503; 329:4476, entre 

otros), en mérito a la naturaleza cautelar de la medida solicitada y con la 

finalidad de evitar la profusión de trámites, situación que va en desmedro del 

principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, y de impedir que 

se susciten cuestiones de competencia que, de plantearse, podrían llegar a 

configurar un caso de privación jurisdiccional, corresponde remitir las 

actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Provincia del Neuquén, a fin 

de que decida lo concerniente al tribunal que habrá de intervenir en el presente 

proceso de acuerdo a las normas locales de aplicación. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la señora Procuradora 

Fiscal, se resuelve: I. Declarar que la presente causa no corresponde a la
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competencia originaria de este Tribunal. II. Remitir las actuaciones por 

Secretaría al Tribunal Superior de Justicia de la Provincia del Neuquén, a los 

efectos señalados. Notifiquese y comuníquese a la Procuración General de la 

Nación. 
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Parte actora: Raúl Alberto Puel, en su carácter de lonko de la Comunidad Mapuche Plácido Puel, 

patrocinado por el Dr. Luis Virgilio Sánchez. 

Parte demandada: Provincia del Neuquén y Municipio de Villa Pehuenia (aún no presentados en 

autos).
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Ministerio Público 

Procuración General de la Nación 

Suprema Corte: 

Raúl Alberto Puel en su carácter de mapuche y lonko de 

la “Comunidad Mapuche Plácido Puel”, con domicilio en el Lof 

Placido Puel, Paraje Manzano, Villa Pehuenia, Provincia del 

Neuquén, se presentó ante el Juzgado Federal de Primera 

Instancia de Zapala, con el objeto de obtener el dictado de una 

medida cautelar autosatisfactiva, a fin de que la Provincia del 

Neuquén y el Municipio de Villa Pehuenia se abstengan de llevar 

adelante actos administrativos y vías de hecho por sí o por 

interpósita persona, que involucren el ingreso o la modificación 

de las tierras comunitarias mapuches de la localidad de Villa 

Pehuenia, hasta tanto se conforme de manera efectiva una mesa de 

diálogo, se lleven adelante los acuerdos propiciados y la 

consulta con las comunidades mapuches allí asentadas, según lo 

dispuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en su 

sentencia del 8 de abril de 2021, en la causa CSJ 1490/2011 (47- 

C)/Cs1 “Comunidad Mapuche Catalán y Confederación Indígena 

Neuguina c/ Provincia del Neuquén s/ acción de 

inconstitucionalidad”. 

Solicita que se disponga la medida “in audita parte” y 

se haga reserva previa de las actuaciones hasta su dictado. 

Señala que es actor en aquella causa y que allí la 

Corte Suprema de Justicia resolvió: "“.. Condenar a la Provincia 

del Neuguén a que, en un plazo razonable, y en forma conjunta 

con las comunidades indígenas, establezca una mesa de diálogo 

con la Comunidad Mapuche Catalán y la Confederación Indígena



Neuquina, para que implementen la consulta que fuera omitida y 

diseñen mecanismos permanentes de comunicación y consulta para 

que los pueblos originarios puedan participar en la 

determinación de las políticas y decisiones municipales que los 

involucren y, adecuar, de este modo, la legislación en la 

materia a la Constitución Nacional y los tratados 

internacionales... (..) .. Establecer que el Tribunal Superior de 

Justicia de la Provincia del Neuquén será el encargado de 

controlar la ejecución de la sentencia y de recibir los informes 

con los avances logrados en la Mesa de Diálogo”. 

Denuncia que tanto la Provincia del Neuquén como el 

propio Tribunal de Justicia de la provincia omiten dar 

cumplimiento a la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación, por lo que arguye que la comunidad se encuentra 

avasallada en sus derechos, no sólo por la omisión lesiva de la 

Provincia del Neuguén y su Poder Judicial, sino por las vías de 

hecho administrativas llevadas adelante por el Municipio de 

Villa Pehuenia, ante el avance de máquinas para el desarrollo de 

obras, el desmonte del bosque nativo, la apertura de caminos y 

la ocupación de las tierras comunitarias por la fuerza, todo 

efectuado con posterioridad al dictado de la sentencia de la 

Corte Suprema. 

Señala que ello origina un grave estrago ambiental, que 

fue realizado de manera ilícita y sin consulta previa con las 

comunidades, lo que dio origen a las denuncias efectuadas ante 

la Fiscalía Provincial de Zapala, que formó expediente bajo el 

legajo N* 39917/2022, que luego fue remitido a la ciudad del 

Neuguén, a la Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales, sin 

que se tomara medida alguna frente a los hechos denunciados.



FGR 8137/2022/Cs1. 

PUEL, RAUL ALBERTO Y OTRO C/ MUNICIPALIDAD DE VILLA PEHUENIA Y OTRO 

s/ medida autosatisfactiva. 

Ministerio Público 

Procuración General de la Nación 

Manifiesta que esta situación lesiona sus derechos 

constitucionales reconocidos en el art. 75, inc. 17 de la 

Constitución Nacional y los que surgen de los instrumentos 

internacionales incorporados por el art. 75, inc. 22 de la Ley 

Fundamental, en el convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Paises Independientes de la OIT (1989), en la 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas (2007), en la jurisprudencia de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación y de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, que cita en su escrito de inicio. 

A fs. 70/73, el juez federal de ¿Zapala se declaró 

incompetente, al entender que la medida autosatisfactiva 

solicitada constituye una causa de carácter federal, en 

disidencia con el fiscal federal (v. dictamen de fs. 62/68), por 

lo que, al estar demandada una provincia, decidió remitir las 

actuaciones a la instancia originaria de la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación. 

A fs. 76, se corre vista digital. 

_TI- 

En cuanto a la competencia originaria de la Corte 

establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 

24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, corresponde advertir que 

en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario 

examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se 

trate de una causa de manifiesto contenido federal o de 

naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta



vecindad o nacionalidad de la contraria (Fallos: 322:1514 y 

3572; 323:1854; 324:533; 329:759). 

Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los 

que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada 

la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su 

solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o 

la revisión en sentido estricto de actos administrativos, 

legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales 

(Fallos: 319:2527; 321:2751; 322:617, 2023 y 2444; 329:783 y 

5675). 

A mi modo de ver, el caso en estudio encuadra en este 

supuesto. En efecto, según se desprende de los términos de la 

demanda —a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo 

principal para determinar la competencia, de conformidad con los 

arts. 4% y 5% del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación 

y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230—, el Sr. Puel 

deduce una medida autosatisfactiva a fin de que las autoridades 

locales suspendan las obras públicas que están llevando a cabo 

en dicha localidad hasta tanto se convoque a una mesa de diálogo 

o se llame a consulta previa a las comunidades que habitan la 

zona, por lo que la materia en examen requiere, por un lado, la 

revisión de omisiones, actos y vías de hecho de las autoridades 

administrativas locales vinculadas con el ejercicio del poder de 

policía ambiental -conservación de bosque nativo-, que es un 

asunto regido sustancialmente por el derecho público local y, 

por lo tanto, de competencia de las autoridades provinciales, de 

conformidad con los arts. 41, párr. 3% y 121 y siguientes de la 

Constitución Nacional (Fallos: 323:3859; 329:2280; 333:1784, 

entre otros) .
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Al respecto, V.E. ha resuelto que corresponde reconocer 

a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios 

de proteccién ambiental que consideren conducentes para el 

bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como 

valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo aquéllas, en 

ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido 

(Fallos: 318:992). 

Tal conclusión es la que debe extraerse de la propia 

Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a 

la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos 

mínimos de protección", reconoce expresamente las jurisdicciones 

locales en tal materia (pues se trata de facultades 

concurrentes), las que no pueden ser alteradas (art. 41, tercer 

párrafo de la Constitución Nacional). 

Por otro lado, las conclusiones expuestas no se ven 

modificadas por el hecho de que las violaciones que se denuncian 

el actor lo vincula con las garantías que la Constitución 

Nacional le reconoce a las comunidades indígenas -como el 

derecho a la propiedad y a la participación en los asuntos que 

las afecten-, ya que su presencia en juicio, o el reconocimiento 

de los derechos que invocan, no transforma a la cuestión 

planteada en una que pueda ser calificada como predominante o 

exclusivamente federal y que, como tal, justifique, por la sola 

presencia de las garantias que se dicen afectadas por la 

comunidad, la jurisdicción constitucional que se pretende 

mediante el planteo efectuado en autos (Fallos: 333:1784). 

En efecto, ello es así toda vez que el artículo 53 de 

la Constitucién de la Provincia del Neuquén es casi una



transcripción del artículo 75 inc. 17 de la Constitución 

Nacional y dispone: “Pueblos Indígenas. ARTÍCULO 53.- La 

Provincia reconoce la preexistencia étnica y cultural de los 

pueblos indígenas neuguinos como parte inescindible de la 

identidad e idiosincrasia provincial. Garantiza el respeto a su 

identidad y el derecho a una educación bilingie e intercultural. 

La Provincia reconocerá la personería jurídica de sus 

comunidades, y la posesión y propiedad comunitaria de las 

tierras que tradicionalmente ocupan, y regulará la entrega de 

otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de 

ellas será enajenable, ni transmisible, ni susceptible de 

gravámenes o embargos. Asegurará su participación en la gestión 

de sus recursos naturales y demás intereses que los afecten, y 

promoverá acciones positivas a su favor”. 

En consecuencia, resulta evidente que el conflicto 

enunciado pertenece al ámbito local y requiere para su solución 

la interpretación y aplicación del ordenamiento juridico 

provincial, ello sin perjuicio de una eventual cuestión federal 

en los términos del art. 75 inc. 17 de la Constitución Nacional 

que oportunamente podría habilitar la instancia extraordinaria 

ante la Corte Suprema (Fallos: 328:3555). 

La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del 

sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que 

sean los magistrados locales los que intervengan en las causas 

en que se ventilen asuntos de esa naturaleza (Fallos: 314:620 y 

810; 318:2534 y 2551; 324:2069; 325:3070) . 

En razón de lo expuesto y dada la índole taxativa de la 

competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional 

y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, 

según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente
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"Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 

270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre 

muchos otros, opino que el proceso resulta ajeno a 

competencia originaria de la Corte. 

Buenos Aires, de septiembre de 2022.


